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Corte IDH. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349.

I.	 Hechos. El caso se relaciona con la responsabilidad inter-
nacional del Estado chileno por la atención médica brindada, en 
dos oportunidades, en un hospital público al Sr. Poblete Vilches, 
quien era una persona adulta mayor. Entre otras alegaciones  
se señala que al Sr. Poblete Vilches durante su primer ingreso se 
le practicó una intervención, presuntamente cuando se encon-
traba inconsciente, sin el consentimiento de la familia. Además, 
se alegó que se le habría dado de alta de manera temprana, y 
durante su segundo ingreso se le habría negado el tratamiento 
que requería, derivando posteriormente en su fallecimiento en 
el mismo hospital. 

II.	 Fondo. En el presente la Corte reafirma su doctrina juris-
prudencial sentada en el caso “Lagos del Campo” sobre su 
competencia para conocer y resolver controversias relativas al 
artículo 26 de la Convención Americana, y anuncia que por 
primera vez se pronuncia respecto del derecho a la salud de 
manera autónoma, como parte integrante de los derechos eco-
nómicos, sociales, culturales y ambientales. 

Luego de subrayar que el derecho a la salud está consa-
grado por un vasto corpus iuris internacional, el Tribunal de 
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San José considera que de la consolidación del derecho a la 
salud se derivan diversos estándares aplicables al presente caso, 
relativos a prestaciones básicas y específicas de salud, particu-
larmente frente a situaciones de urgencia o emergencia médica.

Respecto de los estándares sobre el derecho a la salud apli-
cables a situaciones de urgencia médica, señala que la obligación 
general se traduce en el deber estatal de asegurar el acceso de 
las personas a servicios esenciales de salud, garantizando una 
prestación médica de calidad y eficaz, así como de impulsar el 
mejoramiento de las condiciones de salud de la población.

A tales efectos puntualiza que, en primer lugar, la operativi-
dad de dicha obligación comienza con el deber de regulación, 
por los Estados son responsables de regular con carácter perma-
nente la prestación de servicios (tanto públicos como privados) 
y la ejecución de programas nacionales relativos al logro de una 
prestación de servicios de calidad.

En segundo lugar, señala, se deben satisfacer en materia 
de salud una serie de elementos esenciales e interrelacionados, 
que son: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad.

Por lo manifestado, la Corte estima que para efectos de las 
prestaciones médicas de urgencia, los Estados deben garantizar, 
al menos, los siguientes estándares: a) Respecto a la calidad, 
se debe contar con la infraestructura adecuada y necesaria 
para satisfacer las necesidades básicas y urgentes. Esto incluye 
cualquier tipo de herramienta o soporte vital, así como tam-
bién disponer de recurso humano calificado para responder 
ante urgencias médicas. b) Respecto a la accesibilidad, los 
establecimientos, bienes y servicios de emergencias de salud 
deben ser accesibles a todas las personas. La accesibilidad 
entendida desde las dimensiones superpuestas de no discrimi-
nación, accesibilidad física, accesibilidad económica y acceso 
a la información. Proveyendo de esta forma un sistema de 
salud inclusivo basado en los derechos humanos. c) Respecto 
a la disponibilidad, se debe contar con un número suficiente 
de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud, así 
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como de programas integrales de salud. La coordinación entre 
establecimientos del sistema resulta relevante para cubrir de 
manera integrada las necesidades básicas de la población.  
d) Respecto de la aceptabilidad, los establecimientos y servicios 
de salud deberán respetar la ética médica y los criterios cultu-
ralmente apropiados. Además, deberán incluir una perspectiva 
de género, así como de las condiciones del ciclo de vida del 
paciente. El paciente debe ser informado sobre su diagnóstico y 
tratamiento, y frente a ello respetar su voluntad.

En tercer lugar, y como condición transversal de la accesibi-
lidad, recuerda que el Estado está obligado a garantizar un trato 
igualitario a todas las personas que accedan a los servicios de 
salud, entre ellas las personas mayores.

Por último, invocando su jurisprudencia en el caso Suárez 
Peralta, sostuvo que el Estado debe prever mecanismos de 
supervisión y fiscalización estatal de las instituciones de salud, 
tanto públicas como privadas. 

Asimismo destaca también que es la primera ocasión en 
la que se pronuncia de manera específica sobre los derechos  
de las personas adultas mayores en materia de salud, de las que 
dice tienen derecho a una protección reforzada y, por ende, 
exige la adopción de medidas diferenciadas. En vista de lo ante-
rior, resalta la importancia de visibilizar a las personas mayores 
como sujetos de derechos con especial protección y por ende 
de cuidado integral, con el respeto de su autonomía e indepen-
dencia, sosteniendo que, al menos, estas “deben tener protegida 
su salud en caso de enfermedades crónicas y en fase terminal”. 
Por lo tanto, considera que, respecto de las personas adultas 
mayores, como grupo en situación de vulnerabilidad, existe una 
obligación reforzada de respeto y garantía de su derecho a la 
salud. Lo anterior se traduce en la obligación de brindarles las 
prestaciones de salud que sean necesarias de manera eficiente 
y contínua. En consecuencia, el incumplimiento de dicha obli-
gación surge cuando se les niega el acceso a la salud o no 
se garantiza su protección, pudiendo también ocasionar una 
vulneración de otros derechos.
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También el tribunal interamericano expresó que no toda 
muerte acaecida por negligencias médicas debe ser atribuida 
al Estado internacionalmente, sino que corresponde atender las 
circunstancias particulares de cada caso.

De modo que, siempre a juicio de la Corte, para determinar 
la responsabilidad internacional del Estado en casos de muerte 
en el contexto médico, es preciso acreditar los siguientes 
elementos: a) cuando por actos u omisiones se niegue a un 
paciente el acceso a la salud en situaciones de urgencia médica 
o tratamientos médicos esenciales, a pesar de ser previsible el 
riesgo que implica dicha denegación para la vida del paciente; 
o bien, b) se acredite una negligencia médica grave; y c) la 
existencia de un nexo causal, entre el acto acreditado y el daño 
sufrido por el paciente. Cuando la atribución de responsabilidad 
proviene de una omisión, se requiere verificar la probabilidad de  
que la conducta omitida hubiese interrumpido el proceso causal 
que desembocó en el resultado dañoso. Dichas verificaciones 
deberá tomar en consideración la posible situación de especial 
vulnerabilidad del afectado, y frente a ello las medidas adopta-
das para garantizar su situación.

En referencia al derecho al consentimiento informado en 
materia de salud y el acceso a la información, recalcó que el ar- 
tículo 13 de la Convención Americana incluye el derecho a bus-
car, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, lo 
cual protege el derecho de acceso a la información, incluyendo 
información relacionada con la salud de las personas.

En este sentido sostiene que el consentimiento informado 
consiste “en una decisión previa de aceptar o someterse a un 
acto médico en sentido amplio, obtenida de manera libre, es 
decir sin amenazas ni coerción, inducción o alicientes impropios, 
manifestada con posterioridad a la obtención de información 
adecuada, completa, fidedigna, comprensible y accesible, siem-
pre que esta información haya sido realmente comprendida, 
lo que permitirá el consentimiento pleno del individuo”. Esta 
regla no sólo consiste en un acto de aceptación, sino en el 
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resultado de un proceso en el cual deben cumplirse los siguien-
tes elementos para que sea considerado válido, a saber que sea 
previo, libre, pleno e informado y brindado como regla general 
a la persona que accederá al procedimiento.

También dispuso que los prestadores de salud deberán 
informar al paciente, al menos, sobre: i) la evaluación del diag-
nóstico; ii) el objetivo, método, duración probable, beneficios 
y riesgos esperados del tratamiento propuesto; iii) los posibles 
efectos desfavorables del tratamiento propuesto; iv) las alterna-
tivas de tratamiento, incluyendo aquellas menos intrusivas, y el 
posible dolor o malestar, riesgos, beneficios y efectos secunda-
rios del tratamiento alternativo propuesto; v) las consecuencias 
de los tratamientos, y vi) lo que se estima ocurrirá antes, durante 
y después del tratamiento.

III.	Reparaciones. Entre otras medidas, y a fin de evitar que 
hechos similares a estos se repitan, le ordenó al Estado de Chile 
a que dentro de un plazo de un año, adopte programas de 
educación y formación permanentes dirigidos a los estudian-
tes de medicina y profesionales médicos, así como a todo el 
personal que conforma el sistema de salud y seguridad social, 
incluyendo órganos de mediación, sobre el adecuado trato a 
las personas mayores en materia de salud desde la perspectiva 
de los derechos humanos e impactos diferenciados. Asimismo 
le ordenó al Estado que diseñe una publicación o cartilla que 
desarrolle en forma sintética, clara y accesible los derechos de 
las personas mayores en relación con la salud, contemplados 
en los estándares establecidos en esta Sentencia, así como las 
obligaciones del personal médico al proveer la atención médica. 
Dicha publicación (impresa y/o digital) deberá estar disponible 
en todos los hospitales públicos y privados de Chile, tanto para 
los y las pacientes como para el personal médico, así como en 
el sitio web del Ministerio de Salud. 
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Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 
2018. Serie C No. 352

I.	 Hechos: El caso versa sobre el homicidio del periodista 
Nelson Carvajal Carvajal, ocurrido el 16 de abril de 1998, quien 
fuera ejecutado por motivos relacionados con el ejercicio de su 
profesión como periodista, y para silenciar su trabajo periodís-
tico en la revelación de actos ilícitos supuestamente cometidos 
bajo el amparo de autoridades locales. Asimismo se relaciona 
con la falta de investigación sobre lo sucedido, todo ello en 
un contexto de amenazas y hostigamiento a los familiares del 
periodista, que habría tenido como consecuencia la salida de 
varios de ellos del territorio colombiano. 

II.	 Fondo: El Tribunal de San José destacó que el derecho a la 
libertad de expresión, reconocido en el artículo 13 de la Con-
vención, protege el derecho de buscar, recibir y difundir ideas 
e informaciones de toda índole, así como también el de recibir 
y conocer las informaciones e ideas difundidas por los demás. 
Que este derecho tiene una dimensión individual y una dimen-
sión social, de las cuales ha desprendido una serie de derechos 
que se encuentran protegidos en dicho artículo, y que ambas 
dimensiones poseen igual importancia y deben ser garantiza- 
das plenamente en forma simultánea para dar efectividad total 
al derecho a la libertad de expresión. 

En consecuencia señala que, la primera dimensión de la 
libertad de expresión comprende el derecho a utilizar cualquier 
medio apropiado para difundir opiniones, ideas e información y 
hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. En este sentido, 
la expresión y la difusión son indivisibles, de modo que una 
restricción de las posibilidades de divulgación representa directa-
mente, y en la misma medida, un límite al derecho de expresarse 
libremente. Con respecto a la segunda dimensión del derecho a 
la libertad de expresión, esto es, la social, la Corte ha señalado 
que la libertad de expresión implica también el derecho de todos 
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a conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por terceros. Para 
el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de 
la opinión ajena o de la información de que disponen otros como 
el derecho a difundir la propia. Es por ello que, a la luz de ambas 
dimensiones, la libertad de expresión requiere, por un lado, que 
nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifes-
tar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de 
cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho 
colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión 
del pensamiento ajeno.

De modo que, según la Corte, la profesión de periodista 
implica precisamente el buscar, recibir y difundir información. 
El ejercicio del periodismo por tanto, requiere que una persona 
se involucre en actividades que están definidas o encerradas 
en la libertad de expresión garantizada en la Convención. El 
ejercicio profesional del periodismo no puede ser diferenciado 
de la libertad de expresión, por el contrario, ambas cosas están 
evidentemente imbricadas, pues el periodista profesional no 
es, ni puede ser, otra cosa que una persona que ha decidi- 
do ejercer la libertad de expresión de modo continuo, estable 
y remunerado.

Sobre la importancia del derecho a la libertad de expresión, 
el Tribunal ha enfatizado que la libertad de expresión, particu-
larmente en asuntos de interés público, es una piedra angular 
en la existencia misma de una sociedad democrática. Por lo que, 
sin una efectiva garantía de la libertad de expresión se debilita 
el sistema democrático y sufren quebranto el pluralismo y la to- 
lerancia; los mecanismos de control y denuncia ciudadana pue-
den volverse inoperantes y, en definitiva, se crea un campo fértil 
para que arraiguen sistemas autoritarios. 

También en el caso la Corte recuerda que las infracciones al 
artículo 13 de la Convención Americana van desde la restricción 
excesiva de la libertad de expresión o su total supresión, y que 
una de las formas más violentas de suprimir el derecho a la 
libertad de expresión es a través de homicidios contra perio-
distas y comunicadores sociales. Este tipo de actos de violencia 
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contra periodistas puede incluso tener un impacto negativo en 
otros periodistas que deben cubrir hechos de esa naturaleza, 
quienes pueden temer sufrir actos similares de violencia.

III.	Reparaciones: La Corte estableció, entre otras medidas 
de reparación, la Corte considera que el Estado debe garanti-
zar las condiciones de seguridad adecuadas para que puedan 
retornar a sus lugares de residencia, de ser el caso y si así lo 
desean, sin que ello represente un gasto adicional para los 
beneficiarios de la presente medida. Dichas personas cuentan 
con un plazo de un año, contado a partir de la notificación de 
la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención 
de retornar. Si dentro de este plazo las víctimas manifiestan  
su voluntad de volver a su país de origen, empezará a contar  
un plazo de dos años para que las víctimas y el Estado acuer-
den lo pertinente a fin de que éste pueda cumplir con esta 
medida de reparación, entre otros, pagando los gastos de tras-
lado de los miembros de la familia y las eventuales franquicias 
de aduana.

Corte IDH. Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
15 de marzo de 2018. Serie C No. 353

I.	 Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad internacional 
del Estado por la situación de impunidad en que se encuentran 
la detención arbitraria, tortura y muerte del periodista Vladimir 
Herzog, ocurrida el 25 de octubre de 1975, como consecuencia 
entre otras de la vigencia de la Ley No. 6.683/79 (Ley de Amnis-
tía) promulgada durante la dictadura militar brasileña. 

II.	 Fondo: En primer lugar la Corte se avocó a analizar el 
alegado incumplimiento del derecho a conocer la verdad en 
virtud de la divulgación de la falsa versión de la muerte del 
Sr. Herzog, y la negativa por parte del Estado a entregar docu-
mentos militares y la consecuente falta de identificación de los 
responsables materiales de la muerte del mismo.
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Como una explicación preliminar al tratamiento del fondo 
del asunto, el Tribunal Interamericano de manera categórica 
reafirmo su posición respecto de las leyes de amnistía seña-
lando que las amnistías adoptadas en el ocaso de algunas de las 
dictaduras sudamericanas de la época –como fue el caso bra-
sileño en el cual la Ley de Amnistía es previa al advenimiento 
de la democracia– se pretendieron legitimar bajo la ilusoria 
existencia de un conflicto armado, cuyos supuestos vencedores, 
magnánimamente, cerraban el alegado conflicto declarando 
típicos los delitos cometidos por todos los intervinientes. No 
obstante, se desprende del contexto del presente caso la total 
ausencia de actos bélicos, presentándose como máximo delitos 
de motivación política, que debían juzgarse y penarse conforme 
a derecho, pero que en realidad fueron reprimidos por medios 
criminales y sirvieron de pretexto para la persecución de polí-
ticos, militantes, sindicalistas, periodistas, artistas y cualquier 
persona que el régimen dictatorial consideró disidente o peli-
grosa para su poder.

La Corte inicia su análisis dando una respuesta a la alega-
ción que hicieran los representantes de las presuntas víctimas 
quienes consideraron que en el caso se había cometido un 
crimen de lesa humanidad, Ante ello, el Tribunal hizo notar que 
nota que en sus 40 años de historia, ha utilizado la figura de crí- 
menes de lesa humanidad, crímenes de guerra o delitos de 
derecho internacional en contados casos, dada la excepcionali-
dad y gravedad de dicha calificación. Únicamente en los Casos 
Goiburú Vs. Paraguay, Gelman Vs. Uruguay, La Cantuta Vs. Perú, 
Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú (crímenes de lesa 
humanidad), Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El 
Salvador (crímenes de guerra) y Trabajadores de la Hacienda 
Brasil Verde Vs. Brasil (delitos de derecho internacional), fueron 
utilizadas dichas calificaciones para los hechos violatorios en el 
sentido expresado en la Sentencia del caso Almonacid Arellano, 
a efectos de explicitar de manera clara los alcances de la res-
ponsabilidad estatal bajo la Convención en el caso específico y 
las consecuencias jurídicas para el Estado.
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Al respecto, la Corte indica que comparte lo señalado en 
el estudio del Secretario General de Naciones Unidas sobre la 
cuestión del castigo de los criminales de guerra y los indivi- 
duos culpables de los crímenes contra la humanidad y la apli- 
cación de la prescripción, en el sentido de que la imprescrip-
tibilidad se deduce de la gravedad de dichas conductas y que 
su diferencia con delitos de derecho interno adviene de la 
necesidad de represión eficaz de los graves crímenes conforme 
al derecho internacional, de la conciencia universal contra la 
impunidad de tales crímenes, y porque su falta de sanción pro-
voca reacciones violentas de amplio alcance.

Huelga señalar, sostiene el Tribunal de San José, que esa 
interpretación constante se consolidó en el derecho internacio-
nal en 1998 con la aprobación del Estatuto de Roma del Tribunal 
Penal Internacional, el cual establece su competencia respecto a 
los crímenes de lesa humanidad, los cuales, por supuesto, son 
imprescriptibles.

Refiere también que los crímenes de lesa humanidad son 
uno de los delitos de derecho internacional reconocidos, jun-
tamente con los crímenes de guerra, el genocidio, la esclavitud 
y el crimen de agresión. Eso significa que su contenido, su 
naturaleza y las condiciones de su responsabilidad son esta-
blecidos por el Derecho internacional con independencia de lo 
que pueda establecerse en el derecho interno de los Estados. 
La característica fundamental de un delito de derecho interna-
cional, es que amenaza la paz y seguridad de la humanidad 
porque choca a la conciencia de la humanidad. Se trata de 
crímenes de Estado, planificados y parte de una estrategia o 
política manifiesta contra una población o grupo de personas. 
Los perpetradores, típicamente, deben ser agentes estatales en 
cumplimiento de dicha política o plan, que participan de actos 
de asesinato, tortura, violación y otros actos repudiables contra 
civiles de manera sistemática o generalizada.

Luego de hacer un repaso sobre lo establecido en distin- 
tos tribunales internacionales respecto de los elementos de los 
crímenes de lesa humanidad, la Corte destaca que tribunales 
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nacionales de Argentina (mencionando entre ellas la sentencia 
dictada por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de La Plata, 
el día 26 de septiembre de 2006, en el Caso “Circuito Camps” 
y Otros, causa Nº 2251/06), Colombia, Perú, Chile, Guatemala 
han reconocido como constitutivos de los crímenes de lesa 
humanidad los siguientes elementos: la existencia de un ataque 
sistemático o generalizado contra la población civil o un grupo 
determinado de civiles, el cuál debe incluir actos inhumanos 
realizados como parte de un plan o política estatal coordinada 
para tal efecto. Asimismo, algunos tribunales consideran rele-
vante la existencia de un móvil discriminatorio por motivos 
políticos, ideológicos, religiosos, étnicos o nacionales.

Subraya también que, en tanto la prohibición de los críme-
nes de lesa humanidad es una norma imperativa de derecho 
internacional (jus cogens), la primera obligación de los Estados 
es evitar que estas conductas ocurran. Si ello no sucede, el deber 
del Estado es de asegurar que estas conductas sean perseguidas 
penalmente y sus autores sancionados, de modo de no dejar 
en la impunidad esas conductas. Aun cuando determinadas 
conductas consideradas como crímenes de lesa humanidad 
no estén tipificadas formalmente en el ordenamiento jurídico 
interno, o que incluso fueran legales en la ley doméstica, no 
exime a la persona que cometió el acto de su responsabilidad 
bajo las leyes internacionales. Es decir, la inexistencia de normas 
de derecho interno que establezcan y sancionen los crímenes 
internacionales, no exime, en ningún caso, a sus autores de 
su responsabilidad internacional y al Estado de castigar esos 
crímenes.

Ello así ya que desde su primera sentencia, señala la Corte, 
ha destacado la importancia del deber estatal de investigar y 
sancionar las violaciones de derechos humanos. La obligación 
de investigar y, en su caso, enjuiciar y sancionar, adquiere par-
ticular importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y 
la naturaleza de los derechos lesionados, especialmente en vista 
de la prohibición de las ejecuciones extrajudiciales y tortura 
como parte de un ataque sistemático contra una población civil. 
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La particular y determinante intensidad e importancia de esa 
obligación en casos de crímenes de lesa humanidad, significa 
que los Estados no pueden invocar: i) prescripción; ii) el princi-
pio ne bis in ídem; iii) leyes de amnistía; así como iv) cualquier 
disposición análoga o excluyente similar de responsabilidad, 
para excusarse de su deber de investigar y sancionar a los res-
ponsables. Además, como parte de las obligaciones de prevenir 
y sancionar delitos de derecho internacional, la Corte considera 
que los Estados tienen la obligación de cooperar y pueden  
v) aplicar el principio de jurisdicción universal respecto a esas 
conductas.

En el caso concreto la Corte determinó que la detención, 
tortura y asesinato de Vladimir Herzog fueron, efectivamente, 
cometidos por agentes estatales como parte de un plan de 
ataque sistemático y generalizado contra la población civil con-
siderada como “opositora” a la dictadura, en particular para lo 
que respecta al presente caso, periodistas y supuestos miembros 
del Partido Comunista Brasileño. Su tortura y muerte no fue un 
accidente, sino la consecuencia de una máquina de represión 
extremadamente organizada y estructurada para actuar de esa 
forma y eliminar físicamente cualquier oposición democrática o 
partidaria al régimen dictatorial, utilizándose de prácticas y téc-
nicas documentadas, aprobadas y monitoreadas detalladamente 
por altos mandos del Ejército y del Poder Ejecutivo. 

Por lo expuesto concluye que los hechos acaecidos en con-
tra de Vladimir Herzog deben ser considerados como un crimen 
de lesa humanidad, tal y como es definido por el derecho inter-
nacional desde, por lo menos, 1945. Asimismo, y reafirmando 
su doctrina en el caso “Almonacid Arellano”, enfatizó que para 
el momento de los hechos relevantes al caso (25 de octubre 
de 1975) la prohibición a los delitos de derecho internacional 
y crímenes de lesa humanidad había alcanzado el status de 
norma imperativa de derecho internacional (jus cogens), lo que 
imponía al Estado de Brasil, y en efecto a toda la comunidad 
internacional, la obligación de investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables por dichas conductas una vez que constituyen 

Novedades de la Corte IDH | James Vértiz Medina



494  |  COMENTARIO A JURISPRUDENCIA

Redea. Derechos en acción | Año 3 N° 8 | Invierno 2018

una amenaza para la paz y la seguridad de la comunidad inter-
nacional.

Por otra parte, concluyó que el Estado violó el derecho a  
conocer la verdad de las víctimas, pues no ha esclarecido 
judicialmente los hechos violatorios del presente caso y no ha 
deducido las responsabilidades individuales correspondientes 
en relación con la tortura y asesinato de Vladimir Herzog, a 
través de la investigación y el juzgamiento de esos hechos ante 
la jurisdicción ordinaria.

III.	Reparaciones: En materia reparatoria la Corte, entre otras 
medidas, ordenó al Estado brasileño a reiniciar, con la debida 
diligencia, la investigación y proceso penal que corresponda 
por los hechos ocurridos el 25 de octubre de 1975 para identi-
ficar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables por la 
tortura y asesinato de Vladimir Herzog, en atención al carácter 
de delito de crimen de lesa humanidad de tales hechos y las 
correspondientes consecuencias jurídicas de las mismas para el 
derecho internacional; y también le prescribió que adopte las 
medidas más idóneas conforme a sus instituciones, para que se 
reconozca, sin excepción, la imprescriptibilidad de los crímenes 
de lesa humanidad. 


